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Capítulo primero

INTRODUCCIÓN: POLÍTICA JUDICIAL 
Y CUERPO DE ANÁLISIS

En la presente investigación me propongo examinar el desenvol-
vimiento del Poder Judicial federal (en adelante el PJF) y de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación mexicana (en adelante SCJN) 
frente al tema de la discapacidad y la discapacidad por enfermedad 
mental, ambos relacionados con la implementación por los tribuna-
les federales de la Convención sobre los Derechos de las Personas 
con Discapacidad (en adelante la CDPD, o la Convención) adop-
tada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 13 de di-
ciembre de 2006, con entrada en vigor desde el 3 de mayo de 2008, 
con 191 Estados parte, y firmada por 164.1

Es importante señalar que el 15% de la población mundial 
vive con algún tipo de discapacidad, es decir, aproximadamente 
mil millones de personas, las cuales conforman el grupo minorita-
rio más grande del mundo. En México, conforme al censo nacio-
nal de población y vivienda de 2020, hay 20 millones 838 mil 108 
personas (16.5% de la población total que asciende a poco más de 
126 millones), que viven con algún tipo de discapacidad o limita-
ción física o mental. De este total, 6 millones 179 mil 890 personas 
tienen una discapacidad, un millón 590 mil 588 tienen algún pro-
blema o condición mental, y 13 millones 934 mil 448 poseen algún 
problema de limitación.2

1		 Véase el estatus de la Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad, disponible en: https://social.desa.un.org/issues/disability/crpd/convention-
on-the-rights-of-persons-with-disabilities-crpd (fecha de consulta: 4 de diciembre de 2024).

2	 	INEGI, Censo de población y vivienda 2020. Población con discapacidad, México, 
INEGI, 2022, p. 20.

Libro completo en https://tinyurl.com/3jcmb7zz
2026. UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
https://www.juridicas.unam.mx/ 
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv
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En México, como se aprecia, la población con discapacidad 
sumó para ese año 6 millones 179 mil 890 personas, concentrán-
dose la mayor incidencia entre la población de 60 a 84 años con 
el 40.90% del total; el 10.3% se encuentra entre niños y adoles-
centes; el 9.8% entre la población joven de 15 a 29 años, el 29.8% 
entre la población de 30 a 59 años, y el 9.1%, entre los mayores 
de 85 años (véase figura 1).

Figura 1. Población con discapacidad y su 
distribución por grupos de edad según el censo 

de población 2020

Nota: la distribución porcentual puede no sumar 100%, porque no se grafica el 
valor del “No especificado”.

Fuente: elaboración propia conforme a los datos obtenidos en; INEGI, Censo de 
población y vivienda 2020. Población con discapacidad, México, 2022, p. 22.
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Ante la nueva realidad normativa impuesta por la CDPD, 
los Estados nacionales parte de la Convención deben crear las 
instituciones necesarias para la operación del nuevo modelo de 
atención a la discapacidad, el modelo de apoyo para la toma de 
decisiones o modelo de asistencia en la toma de decisiones (en 
adelante, MATD). La creación de estas instituciones debe rea-
lizarse con la debida diligencia para asegurar el pleno acceso 
de los derechos humanos de ese grupo poblacional, y si hubiera 
instituciones previas para la atención de la discapacidad, enton-
ces, esperaríamos sus reformas para facilitar el acceso a los dere-
chos de la Convención y del conjunto de los derechos humanos 
consagrados en otros documentos internacionales, en particular 
para las personas con discapacidad mental severa (en adelante 
PDMS), quienes se ven particularmente afectadas por el cambio 
de modelo y requieren de ajustes especiales para garantizar sus 
derechos.

Al Poder Legislativo le corresponde producir las leyes para la 
implementación de esa convención internacional, siempre bajo 
los parámetros de constitucionalidad y convencionalidad. Es de-
cir, el órgano Legislativo debe producir las nuevas leyes exigidas 
por la CDPD considerando siempre el sistema de normas cons-
titucionales y los tratados internacionales de derechos humanos, 
previamente aceptados por el Estado e incorporados a la Cons-
titución a través del artículo 1o. Al Poder Ejecutivo, le compete 
la aplicación de esas leyes en la esfera administrativa, así como 
emitir los reglamentos y normas oficiales para permitir el acceso 
a los nuevos derechos contemplados en la Convención y del resto 
del sistema de reglas constitucionales y convencionales.

La suscripción de la CDPD, que concede un nuevo estatus 
jurídico a las personas con discapacidad (en adelante, PsD), seg-
mento poblacional históricamente discriminado y marginado, 
requiere de medidas y políticas públicas adecuadas para garan-
tizar el acceso a sus derechos humanos reconocidos en la Cons-
titución y en los tratados de derechos humanos. En los Estados, 
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estas políticas públicas son implementadas y ejecutadas por los 
tres poderes federales operando en una dimensión nacional, y 
como estamos en presencia de un Estado federal, también es 
competencia en el ámbito local de las entidades federativas; así, 
estaremos frente a las autoridades competentes del orden federal 
y local encargadas de la implementación de las nuevas normas 
convencionales para las PsD.

El Poder Judicial es responsable de la implementación de la 
CDPD a través de las sentencias producidas por sus órganos ju-
risdiccionales. Estas son normas individuales que facilitan u obs-
truyen el nuevo estatus jurídico de las PsD, así como el acceso a 
los derechos humanos. Además, estas sentencias se deben inte-
grar congruentemente en un sistema de normas constitucionales, 
y normas federales y estatales más amplio. Así, la actividad de la 
SCJN es sólo una parte de la actividad jurídico-política del Esta-
do mexicano para promover el acceso de las PsD a todos los de-
rechos. En consecuencia, la política judicial se puede definir por 
su articulación con el conjunto de las políticas ejercidas por el 
aparato institucional de los tres niveles de gobierno (federal, esta-
tal y municipal), así como de las instituciones privadas asociadas; 
particularmente, la política judicial debería ser armónica con las 
acciones ejecutadas por los otros dos poderes constituidos, es de-
cir, con los poderes Ejecutivo y Legislativo. Dependiendo de la 
organización política del Estado y de sus formas de gobierno, en 
ocasiones, corresponde al Poder Ejecutivo o al Legislativo iniciar 
la implementación nacional de los tratados internacionales; en 
otras ocasiones, corresponde al Poder Judicial a través de sus sen-
tencias, como demuestra la presente investigación.

La política judicial debe entenderse como el grupo de crite-
rios emitidos por los tribunales para el reconocimiento de dere-
chos, directrices y establecimiento de políticas públicas, así como 
para la resolución de casos futuros. En otras palabras, la política 
judicial es una parte de la política del Estado que puede articular 
constitucionalmente a los otros poderes constituidos (Legislativo, 



DISCAPACIDAD, SALUD MENTAL Y PODER JUDICIAL FEDERAL ... 5

Ejecutivo y órganos constitucionales autónomos) cuando impi-
den el acceso a los derechos humanos de las PsD.

Antes de comenzar el análisis de las sentencias de la SCJN, 
es importante realizar las siguientes precisiones sobre el compor-
tamiento del máximo tribunal en materia de política sobre dis-
capacidad. Así, en la presente investigación seguí las siguientes 
directrices para la selección de los casos relevantes:

a)	 La totalidad de los casos corresponden a amparos directos 
o indirectos en revisión resueltos por la Primera Sala de 
la SCJN, y todos se refieren a personas con discapacidad.

b)	 Sólo se seleccionaron casos donde se revisan las institucio-
nes de interdicción y tutela para la protección de las PsD; 
fue un hallazgo que todos los casos afectaban a personas 
con discapacidad mental (en adelante, PsDM).

c)	 Las sentencias analizadas fueron emitidas entre 2013 y 
2021, aunque la búsqueda comprendió desde 2012 hasta 
2024, es decir, un periodo de doce años; no se encontra-
ron casos relevantes para la interdicción y la tutela des-
pués de 2021.

d)	 Además de examinar los razonamientos de la SCJN, tam-
bién se analizaron los argumentos presentados por los jue-
ces de distrito y los tribunales colegiados para incluir la 
posición integral del PJF y no sólo del máximo tribunal.

e)	 En todos los casos la SCJN resolvió en favor de las PsD y 
de quienes promovieron en su representación.

Es importante señalar que en la presente investigación rea-
licé un análisis longitudinal de las sentencias de amparos (estu-
dio de resoluciones a lo largo del tiempo) emitidas por la SCJN 
y examiné su comportamiento por más de dos lustros; es decir, 
es una investigación de las sentencias emitidas por el máximo 
tribunal a lo largo de varios años para determinar tendencias y 
posibles políticas judiciales. Así, el presente no es un libro de co-
mentarios de sentencias o un análisis transversal de estas, por el 
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contrario, el amplio periodo de tiempo examinado me permite 
valorar las prácticas del PJF bajo una metodología, que explico 
en el siguiente apartado.

El obstáculo inicial para esta investigación consistió en iden-
tificar y localizar las resoluciones relevantes objeto de la investi-
gación; me sirvieron como referencias para identificar las senten-
cias los buscadores jurídicos de la SCJN, algunos de sus Cuadernos 
de Jurisprudencia y los datos de identificación de los amparos en re-
visión que produjeron tesis aisladas o jurisprudencias.3 Estas son 
fuentes primarias de investigación porque fue posible encontrar 
versiones públicas de las sentencias más relevantes en esta mate-
ria; para los historiadores de la política judicial, estas son fuentes 
primarias de consulta producidas directamente por las institucio-
nes judiciales responsables, mientras las fuentes secundarias sólo 
me fueron útiles para precisar conceptos o doctrinas jurídicas.

Aunque los hallazgos de esta investigación permiten obtener 
conclusiones importantes respecto del comportamiento del PJF y 
de la SCJN en la materia de discapacidad, y particularmente en 
discapacidad mental, éstas no se pueden hacer expansivas a otras 
materias y políticas públicas, como la salud, la política familiar, la 
seguridad pública o las finanzas públicas. En efecto, aun cuando 
los resultados aquí obtenidos también tienen impacto significati-
vo en la conformación de la nueva estructura familiar, el derecho 
a la capacidad jurídica, el derecho a la integridad física, el dere-
cho a la vida y el derecho a la salud, estas materias requieren de 
sus propias investigaciones longitudinales, que, bajo una rigurosa 
metodología, permitan examinar las políticas judiciales del PJF 
desde una perspectiva científica y libre de sesgos ideológicos.

La realización de investigaciones longitudinales sobre el 
comportamiento del PJF y de la SCJN son importantes, por las 
siguientes razones: a) no sólo el PJF es fuente de derecho confor-
me a la doctrina tradicional de las fuentes del derecho (las sen-

3		 SCJN, Cuaderno de jurisprudencia núm. 5. Derechos de las personas con discapacidad, 
México, Centro de Estudios Constitucionales de la SCJN, noviembre de 2022; 
SCJN, Cuaderno de jurisprudencia num. 2. Evidencia científica, septiembre de 2020.
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tencias son normas jurídicas individualizadas), sino que además 
es creador de políticas públicas, las cuales tienen repercusión en 
los espacios político y socioeconómico; b) es un órgano de alto 
impacto en la creación o reforma del marco institucional del Es-
tado, es decir, además de resolver controversias construye o mo-
difica el entramado institucional del Estado nación a través de 
esas resoluciones; c) mediante la jurisprudencia, como máximo 
tribunal constitucional, posee facultades unificadoras del sistema 
judicial, por ser obligatorias para todos los tribunales federales 
nacionales y locales, lo cual es posible gracias al ejercicio de la 
facultad de atracción.




